	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

Ponencia del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ.


En el juicio que por cobro de diferencia de prestaciones sociales, siguen los ciudadanos RAFAEL ERNESTO ANDRADE FUENTES, JUAN GUALBERTO CONDE SUMOZA, MANUEL DESIDERIO GALINDO, FROILÁN BERNARDINO MARTÍN, SANTIAGO DIONISIO PINTO, ANTONIO JOSÉ RODRÍGUEZ SILVA Y ALEXIS JOSÉ ROJAS, representados judicialmente por las abogadas Beatriz de Benítez y Alida Querales de Pavone, contra las sociedades mercantiles PRODUCTOS DE ACERO LAMIGAL, C.A.; DISPROSI, C.A. y SERVICIOS TRAVIG, C.A., judicialmente representadas por el abogado Luis Javier Castillo; el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, conociendo en apelación, publicó sentencia en fecha 11 de abril de 2006, mediante la cual declaró sin lugar el recurso ejercido por la parte actora contra la decisión de fecha 27 de enero de 2006, proferida por el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la referida Circunscripción Judicial, que declaró sin lugar la demanda incoada, quedando así confirmado dicho fallo.

Contra la decisión de alzada, la representación judicial de la parte demandante anunció recurso de casación, el cual, una vez admitido fue oportunamente formalizado. Hubo impugnación.

Recibido el presente expediente, se dio cuenta en Sala en fecha 1° de Junio de 2006, designándose ponente al Magistrado Omar Alfredo Mora Díaz.

Concluida la sustanciación del presente recurso con el cumplimiento de las formalidades legales, en la audiencia oral, pública y contradictoria celebrada el día martes 3 de octubre de 2006, bajo la ponencia del Magistrado que con tal carácter suscribe, se dictó sentencia de manera inmediata declarándose sin lugar el recurso de casación interpuesto por la parte actora. En tal sentido, procede en esta oportunidad la Sala a reproducir y publicar el fallo según lo dispuesto en el encabezamiento del artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, en los términos siguientes:

RECURSO DE CASACIÓN

Argumenta la parte recurrente en su escrito de formalización que la recurrida le negó la tutela judicial efectiva a los derechos de los trabajadores al no tomar en consideración la situación en la que estuvo sumergida el País a finales del año 2002 y principio del 2003, por cuanto los actores prestaron servicios efectivos hasta el 30 de octubre de 2002 sin haber recibido el pago de los salarios causados por la prestación de servicios de ese mes, lo cual, los llevó a una desmejora causada por la empresa demandada, quien, en actos de discriminación y simulación a la relación de trabajo atropellaba el contrato realidad y además obstaculizaba la forma de organización -en coalición- que había sido presentada por los trabajadores por ante la Inspectoría del Trabajo.


Alega la formalizante, que hubo una violación a las máximas de experiencia porque los juzgadores no tomaron en cuenta que en el presente procedimiento subyace una tacha por vía principal, debido a que los trabajadores firmaron unas transacciones sin la debida intervención de su representación legítima en el último día de cierre de la empresa, pues, operaba una presión que los obligaba a recibir algún dinero para las festividades del mes de diciembre y en medio de una crisis galopante que se imponía en el orden político y económico para entonces.

En conclusión con base a estos argumentos se denuncia la falta de aplicación de los artículos: 10, 11, 15, 16, 25, 99, 108, 116, 147, 133, 327, al 332, 396 al 399 de la Ley Orgánica del Trabajo; 142 y 143 de su Reglamento y 1, 2, 5, 6 y 10 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.


La Sala, para decidir, observa:

Respecto a las denuncias formuladas, lo primero que debe señalar esta Sala es la manifiesta falta de técnica en la que incurre la formalizante.

En efecto, la Sala ha sostenido de manera reiterada que al proponerse el recurso extraordinario de casación, deben cumplirse ciertos requisitos para presentar el escrito de formalización y por tanto corresponde al recurrente cumplir con la correcta técnica casacional al plantear sus denuncias, así, cualquier delación que pudiera configurarse como genérica, vaga, imprecisa o confusa daría lugar a que fuera desechada por su indeterminación, al extremo que podría acarrear incluso, conforme al artículo 171 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo el perecimiento del recurso.


Pero no sólo es una carga para el recurrente precisar con claridad la especificidad de sus denuncias, sino que también está obligado a que su escrito de formalización, considerado éste como un cuerpo sistemático de argumentaciones jurídicas, esté constituido en cuanto a su construcción lógico-jurídica, de un esquema lo suficientemente coherente, para delimitar los motivos o causales de casación, de manera que no sea la Sala que conozca del recurso quien deba dilucidar o inferir los argumentos necesarios para declarar procedente o improcedente las denuncias formuladas. 

Así, con respecto a las normas delatadas por la recurrente, en donde pretendió acusar la falta de aplicación de distintas normas de la Ley Orgánica del Trabajo, de su Reglamento y de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo no se explicó de ninguna forma los motivos que permitan verificar la aplicabilidad de dichos preceptos normativos al caso bajo estudio, es decir, no indica cómo, cuándo y en qué sentido la recurrida incurrió en la infracción de los referidos preceptos y su repercusión en el dispositivo del fallo, pues, solamente se limitó a denunciar en el escrito de formalización una gran cantidad de dispositivos legales y reglamentarios, sin expresar argumento alguno.

No obstante esto, en la oportunidad de celebrarse la audiencia oral por ante esta Sala de Casación Social, la parte recurrente expuso los motivos por los cuales a su entender la recurrida se encuentra inficionada de nulidad, en ese sentido, indicó que se produjo una violación de las máximas de experiencia fundamentalmente en lo que respecta a la tacha de falsedad propuesta por vía principal de las transacciones suscritas por los trabajadores y homologadas por el Inspector del Trabajo.


A este respecto, sostuvo la recurrida que la parte demandante interpuso una tacha para enervar la validez de las transacciones sin expresar una argumentación idónea de la cual se pudiese extraer el motivo legal de dicha tacha, amén de que el motivo alegado -inducción a error- no está contemplado en las causales taxativas previstas en el artículo 1380 del Código Civil, de manera que, a juicio de la sentenciadora de alzada, un motivo referido fundamentalmente a vicios del consentimiento no puede servir de apoyo para censurar un documento público. (Rectius: Documento Administrativo)


De otra parte, la recurrida declaró con lugar la defensa de cosa juzgada que devino de la firma o suscripción de las transacciones, opuesta por la demandada, por cuanto los actores estuvieron debidamente asistidos para tal acto de un Procurador del Trabajo -abogado la servicio público- y, en los mencionados acuerdos se relacionaron inequívocamente los derechos alcanzados por cada uno de los reclamantes, tales como la antigüedad, indemnizaciones previstas en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, utilidades, vacaciones e intereses sobre prestaciones sociales, surgiendo en tal virtud irrevisables en vía jurisdiccional.


Así pues, habiéndose decidido la presente causa con base a los criterios jurisprudenciales emanados de esta Sala de Casación Social y al poder soberano que le otorga la ley a los jueces de instancia en la apreciación de los hechos, debe inexorablemente declararse sin lugar el recurso de casación propuesto por la parte demandada, toda vez que la sentencia recurrida no infringe ninguna de las normas indicadas por la formalizante en su escrito. Así se decide.

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara SIN LUGAR el recurso de casación interpuesto por la parte actora, contra la decisión de fecha 11 de abril de 2006 proferida por el Juzgado Superior Primero del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo. En consecuencia, se confirma la sentencia recurrida.


Dada la naturaleza de la presente decisión, no hay condenatoria en costas del recurso.


Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Coordinación del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Carabobo, ello, a los fines legales consiguientes. Remítase copia certificada del presente fallo al Juzgado Superior de origen antes identificado.


Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social, del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los diez (10) días del mes de octubre  de dos mil seis. Años: 196º de la Independencia y 147º de la Federación.
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